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León, Guanajuato, a 07 siete de septiembre del año 2011, dos mil once. .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 157/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano HECTOR MIGUEL JIMENEZ SANDOVAL, ostentando el carácter de Administrador Único de la Persona Moral denominada “Inmobiliaria Rusticana de León Guanajuato”, Sociedad Anónima de Capital Variable, en contra del Tesorero Municipal y de la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, ambos de León, Guanajuato y por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano HECTOR MIGUEL JIMENEZ SANDOVAL, quien ostenta el carácter Administrador Único de la persona moral denominada “Inmobiliaria Rusticana de León Guanajuato”, Sociedad Anónima de Capital Variable, personalidad jurídica que acredita con la copias certificadas del Testimonio de la Escritura Pública número 7,535 siete mil quinientos treinta y cinco, otorgada ante la fe del Licenciado Carlos Ontiveros Romo, titular de la Notaria Pública número 3 tres, en legal ejercicio en esta ciudad de León, Guanajuato, en la cual se desprende que en el punto número III tres de la orden del día de la Asamblea General de Accionistas, se designa al ciudadano Héctor Miguel Jiménez Sandoval, como administrador único y se le otorga Mandato General amplísimo para Pleitos y Cobranzas, con facultades conferidas en términos de los tres primeros párrafos del artículo 2064 del Código Civil para el Estado de Guanajuato. . 
TERCERO.- Que realizando un análisis integral del escrito de la demanda, se concluye que en diversos capítulos, el actor expresa los actos impugnados y son los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A).- En el capítulo especial denominando “EL ACTO O RESOLUCIÓN QUE SE IMPUGNA”, combate el Oficio identificado con el folio número 0658161, de fecha 11 once de Enero del año 2010 dos mil diez, suscrito por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, mediante el cual notifica los resultados del avalúo urbano y se le pretende cobrar la cantidad de $30,364.11 (treinta mil, trescientos sesenta y cuatro pesos 11/100 moneda nacional), por impuesto predial; $108,601.05 (ciento ocho mil, seiscientos un pesos 05/100 moneda nacional), por diferencias; $83,709.05 (ochenta y tres mil, setecientos nueve pesos 05/100 moneda nacional), por recargos de diferencias; y, $8,119.41 (ocho mil, ciento diecinueve pesos 41/100 moneda nacional), por honorarios de avalúo, dando un total de $200,429.51 (doscientos mil, cuatrocientos veintinueve pesos 51/100 moneda nacional); y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
B).- En el capítulo denominando “Los hechos que den motivo a la demanda”, concretamente en el segundo punto impugna el Oficio número DGIIC/620/10, de fecha 23 veintitrés de febrero de 2010, dos mil diez, a través del cual se le comunica que revisado el avalúo catastral con número de folio E-00014-09, de fecha 16 dieciséis de diciembre de 2009, dos mil nueve, se detectó una inconsistencia en la superficie total de construcción y se corrige el dictamen para subsanar dicha diferencia, así como el valor catastral, aplicándose en el sistema el 17 diecisiete de febrero del año próximo pasado, quedando registrado lo siguiente: Superficie total 876.00 ochocientos setenta y seis metros cuadrado; Superficie construida 3,199.98 tres mil ciento noventa y nueve metros cuadrados, con noventa y ocho centímetros cuadrados; valor del inmueble $11’038,902.78 (once millones, treinta y ocho mil, novecientos dos pesos 78/100 moneda nacional); cuota anual $25,831.03 (veinticinco mil ochocientos treinta y un pesos 03/100 moneda nacional); y, honorarios de avalúo $6,918.33 (seis mil novecientos dieciocho pesos 33/100 moneda nacional). La existencia de estos actos impugnados se encuentra acreditada en autos del sumario, con las copias certificadas notarialmente de los oficios descritos en los párrafos que anteceden, así como con el avalúo folio 10022393 y el estado de cuenta de fecha 23 veintitrés de febrero del año 2010, dos mil diez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, cabe precisar que se estudio de manera integral la demanda, en virtud de que este escrito debe contemplarse como un todo, al respecto resultan ilustrativos los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo los rubros siguientes: “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA CONOCER EL. Si del análisis integral del escrito de demanda se llega al conocimiento de que aunque no de manera formal en capítulo especial, sí dentro del capítulo de conceptos de violación, se señala como acto reclamado la expedición de una ley, resulta correcto el estudio que se hace de la constitucionalidad de dicho acto de autoridad, teniéndolo como acto reclamado.”. Séptima Época; Registro: 232263; Instancia: Pleno; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación;  193-198 Primera Parte; Materia(s): Constitucional, Común, Página: 177. “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.”. Séptima Época; Registro: 818469; Instancia: Segunda Sala; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación;       205-216 Tercera Parte; Materia(s): Común; Tesis; Página: 9. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, este Juzgador debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo de oficio o a instancia de parte. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas en su respectiva contestación, hacen valer la causal de improcedencia contenida en la fracción III del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que se impugna un acto que  fue combatido ante la misma autoridad que lo emitió, emitiéndose uno nuevo. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que dicha fracción III, exige la existencia de una sentencia dictada por un Órgano Jurisdiccional y los actos combatidos en este juicio y en diverso, son emitidos por Órganos Administrativos, ya que es el caso, que el Tesorero Municipal, suscribió el Oficio identificado con el número de folio 0658161, de fecha 11 once de enero del año 2010, dos mil diez, a través del cual se dan a conocer al actor los resultados del avalúo y le adjunta el avalúo número E-00014-09, de fecha 16 dieciséis de diciembre del 2009, dos mil nueve, en contra del cual, la persona moral actora con fecha 27 veintisiete de enero del año 2010, dos mil diez, le solicitó por escrito al Tesorero Municipal aclaraciones sobre la cantidad fijada como crédito fiscal, integrado por conceptos de impuesto predial, diferencias, recargos y honorarios por avalúo y solicitó su anulación; en contestación a este escrito de petición la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, emitió dos oficios a saber; el primer Oficio identificado con el número DGIIC/620/10, de fecha 23 veintitrés de febrero de 2010, dos mil diez, a través del cual se le comunica que revisado el avalúo catastral con número de folio E-00014-09, se detecto una inconsistencia en la superficie total de construcción y se corrige el dictamen para subsanar dicha diferencia, así como el valor catastral; y, el segundo Oficio identificado con el número DGIIC/650/10 de fecha 25 veinticinco de febrero de 2010, dos mil diez, mediante el cual le informa al actor que su solicitud fue atendida por el Oficio número DGIIC/620/10 y se le anexa. Siendo lo anterior así, tenemos que el acto impugnado proviene de un Órgano fiscal de la Administración Pública Municipal y no fue emitido por un Órgano Jurisdiccional, por tal razón, es claro que tenemos dos actos pronunciados en diversas fechas, un acto consiste en el oficio folio número 0521444,  de fecha 16 dieciséis de junio del año 2008, dos mil ocho y otro que consiste en el Oficio número DGIIC/620/10, de fecha 23 veintitrés de febrero de 2010, dos mil diez; luego entonces, este último acto es susceptible de impugnarse por vicios propios, por lo que resulta improcedente sobreseer el presente Juicio de Nulidad, por no actualizarse dicha causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, este Órgano de Control de Legalidad de oficio determina que respecto al acto combatido que consiste en el Oficio con el folio número 0658161, de fecha 11 once de enero del año 2010 dos mil diez, suscrito por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, a través del cual se dan a conocer al actor los resultados del avalúo y le adjunta el avalúo número E-00014-09, de fecha 16 dieciséis de diciembre del 2009, dos mil nueve, no afecta el interés jurídico de la parte actora, por tal virtud SE CONFIGURA, la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que el Oficio folio número 0658161, de fecha 11 once de enero del año 2010, dos mil diez, fue modificado mediante el Oficio número DGIIC/620/10, de fecha 23 veintitrés de febrero de 2010, dos mil diez, pues de su texto se advierte que se expresa que revisado el avalúo catastral con número de folio E-00014-09, se detectó una inconsistencia en la superficie total de las construcciones, corrigiéndose el dictamen para subsanar dicha diferencia y el valor catastral del inmueble, circunstancia que origina deducciones en las diferencias, recargos y honorarios de avalúo. De esta manera, el acto fiscal que consta en el referido Oficio folio número 0658161 y el avalúo anexado al mismo, fueron sustituido por el otro acto contenido en el Oficio número DGIIC/620/10, quedando insubsistente el contenido del primer oficio, por las deficiencias señaladas en el párrafo que antecede; por consecuencia, el acto impugnado tácitamente se revocó y cesaron sus efectos jurídicos frente al destinario, con lo que insoslayablemente terminó de manera definitiva la afectación de la esfera de derechos de la persona moral impetrante y en este caso concreto la declaración de invalidez del acto combatido no podría tener efectos retroactivos. Luego entonces, es claro que este acto impugnado no incide en la esfera jurídica de la justiciable, requisito indispensable para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues en primer lugar, es menester que la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a su esfera de derechos, lo que no sucede en la especie; por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. Por consiguiente, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, procede el sobreseimiento sólo respecto a este Oficio con el folio número 0658161, de fecha 11 once de enero del año 2010, dos mil diez y el avalúo anexo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la anterior situación y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.-  Que en el cuarto párrafo del segundo concepto de impugnación de la demanda, la parte  actora en esencia aduce que el acto impugnado adolece de una debita fundamentación y motivación, requisitos sine que non para tener por legalmente emitido todo acto de autoridad, toda vez que incumple con su obligación de señalar el precepto legal aplicable al caso concreto, así como exponer los motivos, razones o circunstancias especiales que le llevaron a concluir que el predio tiene un nuevo valor fiscal, así como las que sirvieron de base para determinar y liquidar una obligación fiscal a cargo de la interesada, sin haber acreditado que se realizó un avalúo, sino que era necesario para su formulación haber observado los requisitos legales, sin acreditar de donde se obtiene ese monto tan gravoso por impuesto predial, diferencias, recargos de diferencias y honorarios de avalúo que se fincan y que debió existir una adecuación entre los motivos aducidos y las normas legales aplicables al caso concreto, lo que no sucedió. En tanto, que en la contestación de la demanda respecto a este punto de agravio en esencia se expresa que se anexo el avalúo, en el que se le dio a conocer el valor fiscal del inmueble, la tasa aplicada y el importe del impuesto predial que se le determinó. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, realizando un minucioso análisis del oficio número DGIIC/620/10, de fecha 23 veintitrés de febrero del año 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de León, Guanajuato, se concluye que carece de fundamento legal y de motivación; entendiéndose por fundar que la autoridad en el acto administrativo señale con precisión la Ley, el Reglamento o el Ordenamiento Legal, así como el artículo, fracción, inciso y párrafo, en que se basa para emitirlo, mientras que por motivar se entiende que la autoridad en el acto administrativo señale con precisión los razonamientos, conclusiones o motivos que tuvo para justificar que la situación del particular encuadra en la norma jurídica que se invoca como fundamento legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, en el citado Oficio número DGIIC/620/10, en cuanto al nuevo valor fiscal, la autoridad omite indicar el o los artículos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que le sirvieron de apoyo para fijarlo; de igual manera, por lo que hace al cobro de las diferencias que expresa, deja de indicar el o los artículos del mismo Ordenamiento Legal, desconociéndose la causa del cobro de diferencias y de los recargos de diferencias, pues al desconocerse el supuesto o la situación jurídica en que se encuentra la Persona Moral denominada “Inmobiliaria Rusticana de León Guanajuato”, Sociedad Anónima de Capital Variable, resulta difícil determinar la aplicación o no del artículo 168 de la referida Ley de Hacienda, o bien, también es dificultoso señalar si el precepto aplicable es o no el artículo 172 del mismo Ordenamiento Legal, situación que deja en estado de indefensión a la parte actora, por tal razón, el fundamento legal invocado es insuficiente en el Oficio que contiene el acto combatido, para apoyar el nuevo valor fiscal, el cobro de diferencias y de los recargos de diferencias. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
De este modo, al oficio combatido también le falta motivación, toda vez que la autoridad omite establecer las bases para la liquidación del impuesto predial a cargo de la parte demandada, pues deja de expresar de manera detallada los pasos y operaciones matemáticas que se hacen necesarias para calcular el monto del impuesto predial, por tal virtud, es evidente que jamás expone de manera pormenorizada las razones particulares, las circunstancias especiales o las causas inmediatas que le sirvieron para establecer las cantidades por conceptos de diferencias, recargos de diferencias y honorarios de avalúo que se fincan a cargo de la Persona Moral denominada “Inmobiliaria Rusticana de León Guanajuato”, Sociedad Anónima de Capital Variable; así, la autoridad en el estado de cuenta de fecha 23 veintitrés de febrero del año 2010, dos mil diez, se limita a fijar lisa y llanamente la cantidad de $81,402.69 (ochenta y un mil, cuatrocientos dos pesos 69/100 moneda nacional), por conceptos de diferencias, sin expresar las bases o el método para su cálculo y de igual manera señala la cantidad de $62,630.40 (sesenta y dos mil, seiscientos treinta pesos 40/100 moneda nacional), por concepto de recargos de diferencias, sin establecer de manera detallada las bases para obtener este monto; y, por lo que hace a la cantidad de $6,918.33 (seis mil novecientos dieciocho pesos 33/100 moneda nacional), por concepto de honorarios de avalúo, deja de expresar la cuota que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año que corresponda; por consiguiente, jamás indica las bases para fijar dicha cantidad. Sobre el particular, cabe precisar que el avalúo catastral con número de folio 10022393, de fecha 10 diez de febrero de 2010, dos mil diez y el estado de cuenta, de fecha 23 veintitrés de febrero del mismo año, se encuentran íntimamente vinculados con el Oficio número DGIIC/620/10, pues en el mismo se indica que dichos documentos son sus anexos; de este modo, la parte actora omite expresar conceptos de impugnación respecto a este avalúo, ya que los razonamientos lógicos y jurídicos en los conceptos de agravio de la demanda están dirigidos a desvirtuar la ilegalidad del anterior avalúo catastral con número de folio E-00014-09, de fecha 16 dieciséis de diciembre del 2009, dos mil nueve, por tal virtud se deja intocado el nuevo avalúo; por otra parte, en cuanto al referido estado de cuenta, por el vínculo que existe en éste y el referido oficio impugnado, no obstante que constan en documentos separados, en el oficio sólo se dice que si procede el cobro de diferencias, recargos de diferencia y honorarios, pero no se fijan en cantidad liquida y es en el estado de cuenta en donde se determinan y fijan en cantidad liquida los conceptos de diferencias por $81,402.69 (ochenta y un mil, cuatrocientos dos pesos 62/100 moneda nacional) y por recargos de diferencias $62,630.40 (sesenta y dos mil, seiscientos treinta pesos 40/100 moneda nacional), de esta manera, el oficio impugnado se apoya en el citado estado de cuenta y al anexarse al mismo, la parte actora tuvo pleno conocimiento de la declaración de improcedencia de los conceptos antes expresados, sin embargo, es el caso, que como se dijo en supralíneas, la autoridad deja de expresar las bases o el método utilizado para el cálculo de cada uno de estos conceptos. Por último, cabe mencionar que en el oficio impugnado la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, indica la base del impuesto predial, la que se constituye con el valor fiscal arrojado por el avalúo respectivo, pero la autoridad omite expresar la tasa para determinar y liquidar el impuesto que señala la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año que corresponda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo anterior así, en el acto combatido se advierte que los recargos de diferencias se encuentran insuficientemente fundados y respecto al nuevo valor fiscal, así como el cobro de diferencias, los preceptos legales invocados no son suficientes para apoyar estos conceptos; y, carece de motivación, puesto que la autoridad dejó de señalar con precisión los razonamientos, conclusiones o motivos que tuvo para emitir el crédito fiscal tildado de ilegal, en otras palabras, omitió expresar de manera pormenorizada las razones particulares, las circunstancias de hecho o las causas inmediatas que en su caso hacen aplicable la norma jurídica a la situación concreta  de  la Persona Moral impetrante;  de este modo, el oficio a debate como acto fiscal no reúne los elementos de validez establecidos en el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elementos que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; en consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción III y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de decretarse la nulidad del Oficio número DGIIC/620/10 de fecha 23 veintitrés de febrero de 2010, dos mil diez, a través del cual se le comunica a la Persona Moral actora que revisado el avalúo catastral con número de folio E-00014-09, de fecha 16 dieciséis de diciembre de 2009, dos mil nueve, se detectó una inconsistencia en la superficie total de construcción y se corrige el dictamen para subsanar dicha diferencia, el valor catastral, aplicándose en el sistema el día 17 diecisiete de febrero del año próximo pasado, quedando registrado lo siguiente: Superficie total 876.00 ochocientos setenta y seis metros cuadrado; Superficie construida 3,199.98 tres mil ciento noventa y nueve metros cuadrados, con noventa y ocho centímetros cuadrados; valor del inmueble $11’038,902.78 (once millones, treinta y ocho mil, novecientos dos pesos 78/100 moneda nacional); cuota anual $25,831.03 (veinticinco mil ochocientos treinta y un pesos 03/100 moneda nacional); y, honorarios de avalúo $6,918.33 (seis mil novecientos dieciocho pesos 33/100 moneda nacional); por concepto de diferencias la cantidad liquida de $81,402.69 (ochenta y un mil, cuatrocientos dos pesos 62/100 moneda nacional); y, por recargos de diferencias la suma de $62,630.40 (sesenta y dos mil, seiscientos treinta pesos 40/100 moneda nacional), estos dos últimos conceptos se desprenden del multicitado estado de cuenta. Al respecto, se menciona que la autoridad competente al emitir el nuevo acto, en respuesta a la petición de aclaración formulada por la actora, deberá: indicar la cuota para fijar los honorarios por avalúo; expresar la tasa para determinar y liquidar el impuesto predial; y, precisar con claridad la forma y términos de la procedencia o improcedencia del cobro de diferencias y recargos de diferencias, acatando lo estipulado por el artículo 168, párrafos segundo segunda parte, tercero y cuarto, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el que en lo conducente dispone: “Artículo 168.-  … En este caso no podrá exigirse al contribuyente que cubra las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior. Los bimestres posteriores a la notificación, deberán cubrirse conforme al nuevo valor fiscal. Al término de la vigencia establecida y en tanto se practica el nuevo avalúo, la base del Impuesto Predial seguirá siendo la del último valor fiscal. Cuando el contribuyente cubra por anualidad el impuesto predial y posteriormente la autoridad municipal ordene la práctica de un avalúo, no podrá exigirse el pago de las diferencias que resulten del valor anterior y el que arroje el avalúo practicado, en el ejercicio fiscal en que se llevó a cabo el avalúo.”; asimismo, debe precisar el origen de la diferencia en las construcciones que indica existe, esto es, si fue a consecuencia de una reconstrucción o ampliación o por otra causa, debiendo determinar de manera pormenorizada el por qué es aplicable o no el artículo 172 de la aludida Ley de Hacienda, el que dispone: “Artículo 172.-  En el caso de terminación de construcción, reconstrucción o ampliación, se ordenará la valuación, para fijar la base gravable del inmueble, la cual entrará en vigor a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se hubiere notificado al contribuyente los resultados del avalúo y la determinación del impuesto correspondiente, en tanto, se tributará provisionalmente con base en el valor estimado por el propietario del inmueble.”. .  . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción IV, 262 fracción II, 287, 298,  299, 300 fracción III y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto al Oficio con el folio número 0658161, de fecha 11 once de enero del año 2010 dos mil diez, suscrito por el Tesorero Municipal de León, Guanajuato, a través del cual se dan a conocer al actor los resultados del avalúo y le adjunta el avalúo número E-00014-09, de fecha 16 dieciséis de diciembre del 2009, dos mil nueve; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


TERCERO.- Se declara la nulidad del Oficio número DGIIC/620/10 de fecha 23 veintitrés de febrero de 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, ambos de León, Guanajuato, así como del estado de cuenta, de fecha 23 veintitrés de febrero del mismo año; y, la autoridad competente al momento de dar respuesta a la petición de aclaraciones formulada, en el nuevo acto, debe: indicar la cuota para fijar los honorarios por avalúo; expresar la tasa para determinar y liquidar el impuesto predial; y, precisar la procedencia o improcedencia del cobro de diferencias y recargos de diferencias, en términos del quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL DIA 07 DE SEPTIEMBRE DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 157/2010-JN.
